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Crisis no, crispación

Lo que se ha vivido en Venezuela 

durante las últimas semanas, 

aderezado con granizo y movimiento 

sísmico, es un cuadro colorido del 

realismo mágico. Un prefecto preso, 

compra de misiles rusos, una ley de 

educación difícil de tragar, una fiscal 

exigiendo censura, delincuencia sin 

eco en la Asamblea. ¿Qué más 

puede pedirse?

 Los medios de la fiscal
La fiscal general, Luisa Orte-

ga Díaz, fue muy activa duran-
te este periodo: primero pre-
sentó un proyecto de ley espe-
cial para castigar delitos mediá-
ticos, que dejaba al arbitrio del 
juez de turno lo que pudiera ser 
considerado como tal; la Asam-
blea Nacional soslayó el proyec-
to y no lo discutió. Después la 
fiscal prometió mano dura con 
las manifestaciones, aunque no 
lo dijo exactamente en esos tér-
minos, sino en otros: “Ratifico 
que el derecho a la manifesta-
ción es de todos los venezola-
nos pero, si en el marco de la 
manifestación se convocan ac-
tores que aprovechan para co-
meter hechos punibles y atentar 
contra las instituciones del Es-
tado, en un Estado el Ministerio 
rector establece un límite: usted 
va a llegar es hasta allí, no te-
nían que producirse esos he-
chos de violencia. Eso fue una 
de las cosas que ocurrió en la 
marcha del sábado antepasado”, 
dijo refiriéndose a la de agosto 
22. Como consecuencia de sus 
aportes, representantes de la 
oposición pidieron al Tribunal 
Supremo de Justicia un antejui-
cio de mérito para ponerle coto 
a la fiscal.

La delincuencia no se discute
La Asamblea Nacional reanu-

dó sus sesiones el 15 de sep-
tiembre pero sin intenciones de 
discutir el tema de la delincuen-
cia. A un cuestionamiento de 
los periodistas, el primer vice-

Durante el mes de septiembre 
continuó en plena vigencia el 
tema de la Ley Orgánica de 
Educación (LOE) impuesta por 
el Gobierno sin consultas a la 
sociedad civil. Varias marchas 
y protestas se sucedieron desde 
la promulgación de esta ley 
marco, que ha sido criticada por 
diversos sectores de la sociedad 
pues abre las compuertas para 
una eventual ideologización de 
los pensa de estudios. Más allá 
de la política envuelta alrededor 
de la inconsulta Ley, varios me-
dios de comunicación retrata-
ron la cruda realidad: aunque 
el Ministerio del Poder Popular 
para la Educación anunció que 
entregaría mil escuelas nuevas 
o reparadas, la realidad que se 
palpaba en las escuelas públicas 
justo antes de comenzar las cla-
ses, era de deterioro y/o falta 
de mantenimiento. Se reporta-
ron, entre otros males, goteras 
y baños inservibles. En ciertas 
escuelas, los niños y adolescen-
tes no habrían de recibir forma-
ción en materias como matemá-
tica, física y química pues no 
hay docentes que impartan es-
tas asignaturas. Sin embargo, el 
ministro Héctor Navarro se 
mostraba optimista: “Yo estoy 
seguro que será la mayoría 
quienes vuelvan a clase, los do-
centes tienen muchas cosas que 
celebrar en la nueva ley, se les 
reconocen muchos beneficios 
que durante muchos años no 
habían sido reivindicados. Sé 
que la acatarán y defenderán”, 
concluyó Navarro en referencia 
a la LOE.
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presidente del poder legislativo, 
Saúl Ortega, contestó: “En Ve-
nezuela se vienen cometiendo 
delitos que son importados, que 
no son parte de la idiosincrasia 
del venezolano. Lo del sicariato 
viene de los paramilitares”. Y 
esa fue parte de la respuesta a 
la pregunta de por qué no está 
en agenda el tema de la inse-
guridad en este segundo perio-
do de sesiones del parlamento. 
Ese 15 de septiembre, la Comi-
sión Delegada debatió durante 
tres horas las leyes que se es-
tudiarán hasta el 15 de diciem-
bre. Se previó la aprobación de 
25 instrumentos jurídicos, entre 
ellos las leyes de Propiedad So-
cial, Emolumentos, Consejos 
Comunales, de Presupuesto y 
Servicio Exterior. 

Agresiones sin sentido
Desde el 3 de agosto, cuando 

se produjo una agresión del 
grupo de Lina Ron contra Glo-
bovisión, hasta el 15 de sep-
tiembre, mes y medio después, 
hubo una notable zafra de vio-
lencias gratuitas, verbales o fí-
sicas, por parte de gente ligada 
al Gobierno. La más grave, sin 
duda, la arremetida contra los 
periodistas de la Cadena Capri-
les que manifestaban contra el 
artículo 50 de la Ley de Educa-
ción el 13 de agosto. Pero hubo 
otras de menor cuantía aunque 
no menos virulentas: las abier-
tas provocaciones de motoriza-
dos que semejan policías pero 
no llevan uniforme: siempre 
merodean las manifestaciones 

de la oposición, y pusieron em-
peño de activo amedrentamien-
to en la del sábado 22 de agos-
to, en la avenida Libertador y 
alrededores. Los grupos de su-
puestos periodistas que incre-
pan y atosigan a los líderes en 
actos públicos también estuvie-
ron presentes. El lunes 14 de 
septiembre, durante una protes-
ta de periodistas a las puertas 
de la Fiscalía, se produjo uno 
de estos “performances”. La úni-
ca persona detenida por los di-
versos hechos hasta el presente 
es Lina Ron.

Contra los que protestan
Continuaron, durante las úl-

timas semanas, las presiones 
sobre profesionales que abogan 
a favor de los derechos huma-
nos. Nadie mejor que el grupo 
de ONG aglutinado en el Foro 
por la Vida para detallar estas 
agresiones. En un comunicado, 
el grupo expresa su preocupa-
ción “por la  cadena de aconte-
cimientos acaecidos en las últi-
mas semanas, que vulneran el 
trabajo de  los defensores y de-
fensoras en derechos humanos”. 
En este comunicado, el Foro 
por la Vida, luego de enumerar 
los diferentes hechos  cuestiona 
la política de Estado para des-
acreditar y debilitar el sistema 
internacional de protección a 
los derechos humanos. Bien es 
sabida la especial propensión 

de los principales voceros del 
Ejecutivo y del PSUV a desacre-
ditar a cualquier institución que 
se atreva a manifestar sus dudas 
acerca del respeto a los dere-
chos humanos en el país. En 
ese sentido, el Foro por la Vida 
acusa al Gobierno de descono-
cer obligaciones internaciones 
emanadas de los tratados inter-
nacionales suscritos por la Re-
pública Bolivariana de Vene-
zuela. “El Foro por la Vida con-
sidera que estas iniciativas for-
man parte de una política deli-
berada para restringir y acorra-
lar los derechos humanos de 
todas las personas en el país;  
por ello, se interpela a la De-
fensoría del Pueblo a pronun-
ciarse y emprender iniciativas 
para revertir estas situaciones”. 
Pero no ha habido respuesta de 
la Defensoría del Pueblo.

Virus y acceso a la información
En Venezuela crece el clamor 

ante el secretismo que arropa 
toda acción gubernamental, y 
la llamada Coalición ProAcceso 
está trabajando de manera ar-
dua en una ley que concrete lo 
que está consagrado en la Cons-
titución: todos los ciudadanos 
deben tener acceso a la infor-
mación manejada por el Estado, 
con ciertas y muy concretas ex-
cepciones. Uno de los dislates 
más evidentes del ostracismo se 
ejemplifica con el boletín epi-
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demiológico que, por norma, el 
Ministerio de la Salud ha difun-
dido tradicionalmente en Vene-
zuela. Pues bien: desde agosto 
de 2007 el censo de enferme-
dades pasó a ser, también, se-
creto de Estado. Volvió a apare-
cer durante una temporada pe-
ro,  a partir de la primera sema-
na de enero de 2009 se volvió 
a suspender y esta omisión está 
contribuyendo, precisamente en 
estos momentos, a la falta de 
información de la población y 
de los profesionales de la salud 
sobre la pandemia de AH1N1 y 
de otras enfermedades endémi-
cas y epidémicas.

Unasur y la sangre
A finales de agosto se produ-

jo la reunión de los presidentes 
de 12 países sudamericanos 
convocados bajo el emblema de 
Unasur en Bariloche. Se dijo que 
negociaban bajo fuerte tensión 
para resolver la crisis política 
que vive la región, originada por 
la ampliación de la ayuda militar 
negociada por el presidente de 
Colombia, Álvaro Uribe, con Es-
tados Unidos para combatir al 
narcotráfico. En realidad no hu-
bo condena taxativa al régimen 
uribista por las bases. La deci-
sión del país andino de permitir 
que Washington utilice siete ba-
ses había puesto en pie de gue-
rra al presidente de Venezuela, 
de manera muy verbal. Pero la 
sangre no llegó al río. 

Nueva adquisición de 
armamento
Dos acciones concretas tomó 

el Gobierno venezolano, por lo 
que se ha visto hasta ahora, an-
te la decisión colombiana de 
reforzar siete bases militares 
con apoyo de Estados Unidos: 
cortar el comercio fronterizo y 
comprar armas. En otras pala-
bras, una decisión de carácter 
comercial retaliativo y otra a la 
que podría calificarse como “es-
tratégica”.   El presidente Chávez 
regresó de su gira por Asia y 
Europa con el anuncio de la 
compra de un arsenal de misiles 

a Rusia, mientras Ramón Carri-
zález, vicepresidente, le salía al 
paso a las críticas: “Es falso que 
Venezuela se haya negado a en-
tregar la información y a ser 
transparente sobre su adquisi-
ción de equipamiento militar. 
De hecho, el presidente (Hugo) 
Chávez hace unos días mostró 
las características de los equi-
pos que hemos tenido que ad-
quirir en razón de la amenaza 
que se cierne sobre nuestro 
país”. La declaración la ofreció 
en una rueda de prensa efec-
tuada luego de la reunión del 
Consejo de Seguridad de la 
Unión de Naciones Suramerica-
nas (Unasur), efectuada en Qui-
to, Ecuador, para discutir sobre 
la adquisición de armamento 
militar por parte de cada uno 
de los miembros de esta instan-
cia regional y la instalación de 
las bases militares en Colombia. 
“Esta adquisición es una conse-
cuencia, no una causa”, dijo. 

Más presos
Hay presos desde hace años 

por los sucesos del 11 de abril 
de 2002. Hay presos por haber 
tramado, supuestamente, una 
conspiración de magnicidio. 
Hay preso, en singular, por el 
supuesto caso de malversación 
(el general Raúl Isaías Baduel); 
hay presos por salir a protestar 
en el Zulia o Ciudad Guayana, 
es decir, por mostrar descon-
tento ante el Gobierno-patrón; 
hay presos, o al menos los hu-
bo, también, por andar mani-
festando luego de salir de una 
reunión, como les sucedió a los 
trabajadores de la Alcaldía de 
Caracas. Hay un prefecto preso, 
Richard Blanco, a quien le fue-
ron imputados los cargos de su-
puesta instigación a delinquir y 
lesiones (eso fue el 26 de agos-
to). En fin, como resultado de 
todo esto hay una denuncia 
nueva. A mediados de septiem-
bre, Alfredo Romero, miembro 
del Foro Penal Venezolano y 
activista de los DDHH, informó 
que, ante el Tribunal Penal In-
ternacional de La Haya denun-
ciaría persecución política por 

parte del Gobierno a personas 
que disienten del proyecto re-
volucionario. Habló en rueda 
de prensa de un expediente 
que viene llevándose desde 
2004 y que contiene datos sobre 
persecución política a través del 
sistema judicial. Explicó que la 
lista de presos políticos en el 
país supera los cuarenta, “a la 
cual se agregan 300 personas 
que han estado presos y han 
sido liberados o se les confirió 
la condena”.   

Otra vez tembló
El sábado 12 de septiembre 

se produjo un sismo de 6,2 de 
magnitud, exactamente a las 
3:36 de esa tarde. Se sintió en 
Zulia, Caracas, Carabobo, Bari-
nas, Portuguesa, Lara y Aragua. 
“Es un fuerte sismo con 15.9 ki-
lómetros de profundidad y epi-
centro a 28 kilómetros al nores-
te de Morón. Tucacas y Puerto 
Cabello fueron las zonas más 
afectadas. Tenemos a nuestro 
equipo allá para hacer un re-
porte de daños”, informó el mi-
nistro del Poder Popular para 
Ciencia, Tecnología e Industrias 
Intermedias, Jesse Chacón. In-
mediatamente después se regis-
traron nueve réplicas, producto 
del sismo de 6.2, especificó por 
su parte el director de Funvisis, 
Francisco Garcés. Nuevamente 
quedan al descubierto las ca-
rencias e insuficiencias ante una 
emergencia. Chacón compare-
ció tarde ante la audiencia; pa-
ralelamente al sismo se produ-
jeron lluvias torrenciales en va-
rias partes del país. ¿Hay previ-
siones para mitigar el peligro 
que corren, por ejemplo, los 
cinturones de miseria en Cara-
cas? En absoluto.
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